El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
Providencia:


SENTENCIA DE TUTELA – 1ª Instancia - 12 de octubre de 2016

Radicación Nro. :


66001-22-13-000-2016-00913-00

Accionante:


Andrés Felipe Morales

Accionados:


Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Alcalde del Municipio de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.

Proceso:



Acción de Tutela 

Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Tema:




TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL EN ACCIÓN POPULAR / SE FORMULÓ LAS MISMA TUTELA POR SEGUNDA VEZ / AÚN NO SE DECIDE LA IMPUGNACIÓN PRESENTADA / IMPROCEDENTE / El pasado 26 de abril, el señor Andrés Felipe Morales promovió acción de tutela contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, con sustento en que la acción popular radicada “2016-126” fue rechazada por falta de competencia con olvido de que el domicilio principal de Audifarma está en Pereira y no puede la funcionaria convertirse en sucedánea de su elección; decisión que recurrió en reposición y apelación, pero la funcionaria resolvió desfavorablemente; solicitó tramitar la acción popular que propuso, concediendo amparo de pobre (sic) para el actor; ordenando la notificación a la comunidad por medio  de la emisora de la Policía Nacional o de la página web de la rama y realizando la respectiva notificación a la accionada.

La demanda correspondió por reparto al Magistrado Jaime Albero Saraza Naranjo, quien por auto del 29 de abril la admitió en trámite acumulado.

Por sentencia del 12 de mayo último, con ponencia del mencionado Magistrado, declaró el tribunal improcedente la solicitud de amparo, en razón a que no se satisface el presupuesto de subsidiaridad, ya que existen otros medios de defensa judicial por agotar y que definir la situación planteada por el juez constitucional significaría invadir la órbita del juez natural. Se negaron las peticiones de que se disponga la concesión de amparos de pobreza dentro de las respectivas acciones populares y de que se ordene la notificación a la comunidad por determinados medios, pues tales reclamos deben promoverse dentro de las actuaciones respectivas, ante el juez de conocimiento.

Esa providencia fue impugnada por el actor, y el 20 de mayo de 2016 se remitió el expediente a la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, sin que haya regresado.

Confrontada esa acción de amparo con la que es objeto de estudio, se concluye que en ambas intervienen las mismas partes, pues fueron promovidas por el señor Andrés Felipe Morales contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira; se fundamentaron en los mismos hechos, concretamente en la inconformidad planteada por el actor frente al rechazo por falta de competencia de la acción popular radicada al No. 2016-126, la concesión de amparo de pobreza dentro de misma y de que se ordene la notificación a la comunidad por determinados medios, y en ellas pretende el actor, para proteger los derechos que considera vulnerados, en últimas, se dé tramite a la acción popular que propuso, concediéndole el amparo de pobreza y disponiendo las notificaciones a la accionada y a la comunidad, en la forma como lo propone, sin que se hayan aducido situaciones nuevas que justifiquen pronunciamiento diferente al que ya se emitió por esta corporación. 

Citación jurisprudencial: Sentencia T-812 de 2005. / Sentencia T-458 de 2006. / Sentencia T-655 de 1998

-----------------------------------------------

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre doce (12) de dos mil dieciséis (2016)

        
Acta No. 493 de 12 de octubre de 2016

Expediente No.
66001-22-13-000-2016-00913-00
Se decide en primera instancia la acción de tutela promovida por el señor Andrés Felipe Morales contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Alcalde del Municipio de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira decidió rechazar la acción popular que instauró, radicada bajo el No. “2016-126”; frente a esa determinación interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación para que la demanda se tramitara en esta ciudad que corresponde al domicilio de la entidad accionada.
1.2 En la acción popular consignó que el domicilio principal de Audifarma era la ciudad de Pereira y el juzgador no puede convertirse en el sucedáneo de su elección.

2.- Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y a la debida administración de justicia y para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado tramitar la acción popular que propuso, concediendo amparo de pobre (sic);  informar a la comunicad por medio de la emisora de la Policía, con el fin de dar cumplimiento al artículo 5º de la ley 472 de 1998 y notificar a la accionada.
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 3 de octubre se admitió la acción, se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira, al Procurador y al Defensor del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda. No se ordenó hacerlo respecto de la entidad demandada en el proceso en el que considera el actor lesionados sus derechos, porque de acuerdo con las copias de esa actuación y de los hechos en que se sustentó el amparo, la demanda fue rechazada y por ende dicha entidad aún no ha concurrido a ese proceso.

2.- En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Procuradora Regional de Risaralda, al ejercer su derecho de defensa, dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, al que no han sido convocada. Solicita se le desvincule de la actuación.
2.2 El Alcalde Municipal, por medio de apoderado, propuso como excepción la de falta de legitimación en la causa por pasiva, pues el citado funcionario no ha lesionado ningún derecho fundamental al actor. Solicita se niegue el amparo porque el actor cuenta con otros medios de defensa, ya que no demuestra la lesión de sus derechos por el juzgado accionado; se le desvincule de la acción y se condene en costas al actor, en caso de temeridad.
3.- La funcionaria demandada y el Defensor del Pueblo de la Regional Risaralda guardaron silencio. 
Sin embargo, la secretaria del juzgado accionado informó que en relación con los mismos hechos y pretensiones y respecto a la misma acción popular, ya se había interpuesto acción de tutela, la cual falló el magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo mediante sentencia de mayo 12 de 2016. 

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 
2.- Se procede en primer lugar a determinar si el demandante incurrió en temeridad, ya que como lo alegó la secretaría del juzgado accionado, el promotor de la acción ya había propuesto una tutela con fundamento en mismos hechos relatados en la que ahora se decide.

3.- En el proceso están acreditados los siguientes hechos:

3.1 El pasado 26 de abril, el señor Andrés Felipe Morales promovió acción de tutela contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, con sustento en que la acción popular radicada “2016-126” fue rechazada por falta de competencia con olvido de que el domicilio principal de Audifarma está en Pereira y no puede la funcionaria convertirse en sucedánea de su elección; decisión que recurrió en reposición y apelación, pero la funcionaria resolvió desfavorablemente; solicitó tramitar la acción popular que propuso, concediendo amparo de pobre (sic) para el actor; ordenando la notificación a la comunidad por medio  de la emisora de la Policía Nacional o de la página web de la rama y realizando la respectiva notificación a la accionada
.
3.2 La demanda correspondió por reparto al Magistrado Jaime Albero Saraza Naranjo, quien por auto del 29 de abril la admitió en trámite acumulado
.
3.3 Por sentencia del 12 de mayo último, con ponencia del mencionado Magistrado, declaró el tribunal improcedente la solicitud de amparo, en razón a que no se satisface el presupuesto de subsidiaridad, ya que existen otros medios de defensa judicial por agotar y que definir la situación planteada por el juez constitucional significaría invadir la órbita del juez natural. Se negaron las peticiones de que se disponga la concesión de amparos de pobreza dentro de las respectivas acciones populares y de que se ordene la notificación a la comunidad por determinados medios, pues tales reclamos deben promoverse dentro de las actuaciones respectivas, ante el juez de conocimiento
.

3.4 Esa providencia fue impugnada por el actor, y el 20 de mayo de 2016 se remitió el expediente a la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, sin que haya regresado
.

4.- Confrontada esa acción de amparo con la que es objeto de estudio, se concluye que en ambas intervienen las mismas partes, pues fueron promovidas por el señor Andrés Felipe Morales contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira; se fundamentaron en los mismos hechos, concretamente en la inconformidad planteada por el actor frente al rechazo por falta de competencia de la acción popular radicada al No. 2016-126, la concesión de amparo de pobreza dentro de misma y de que se ordene la notificación a la comunidad por determinados medios, y en ellas pretende el actor, para proteger los derechos que considera vulnerados, en últimas, se dé tramite a la acción popular que propuso, concediéndole el amparo de pobreza y disponiendo las notificaciones a la accionada y a la comunidad, en la forma como lo propone, sin que se hayan aducido situaciones nuevas que justifiquen pronunciamiento diferente al que ya se emitió por esta corporación. 

El artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 dice: “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes.”

Sobre el contenido de esa disposición ha dicho la Corte Constitucional
:
“…Según esta norma, la repetida interposición de acciones de tutela por la misma razón, sin que exista una justa causa para someterla nuevamente al control de juez constitucional, provoca la negación del amparo solicitado.

La Corte Constitucional ha desarrollado ampliamente el tema de las consecuencias de la interposición de dos acciones de tutela con identidad de hechos, pretensiones y partes, y ha establecido los criterios frente a los cuales puede considerarse como improcedente la interposición de la segunda acción.

En la Sentencia T-812 de 2005 esta corporación señaló los criterios que el fallador debe verificar para determinar la existencia de una conducta abusiva en el uso de este mecanismo constitucional. Dijo la Corte:

“i) Que las acciones de tutela se presenten en diferentes oportunidades, con base en los mismos hechos y reclamando la protección de los mismos derechos;

“ii) Que quien presenta la tutela sea la misma persona o su representante;

“iii) Que no haya una expresa justificación que respalde el trámite de la nueva acción de tutela”.


...

Sin embargo, debe tenerse en cuenta que la jurisprudencia constitucional ha diferenciado la improcedencia misma de una segunda acción de amparo por existir triple identidad, con la llamada acción temeraria...

En consecuencia, en los casos en los que el ciudadano intenta nuevamente una acción de tutela contra el sujeto vinculado al proceso, a pesar de ser improcedente el amparo, no puede predicarse temeridad, cuando el juez no vislumbra mala fe por parte del accionante.

En este sentido, la jurisprudencia constitucional ha distinguido claramente la improcedencia de la temeridad. La corporación ha establecido que cuando el juez constitucional, luego de un análisis detallado de los procesos de tutela, ha verificado la identidad de hechos, partes y pretensiones (triple identidad) debe proceder a la declaración de su improcedencia. Por el contrario, la actuación temeraria, “(...) debe encontrarse plenamente acreditada y no puede ser inferida de la simple improcedencia de la acción de tutela”
...”.
En este caso, aunque es evidente que se presentaron dos acciones de tutela con sustento en los mismos hechos y pretensiones, no puede deducirse que el promotor del proceso haya actuado de mala fe, más bien su proceder se puede atribuir a algún tipo de descuido.
En esas condiciones, aunque no puede predicarse temeridad de su parte, se declarará improcedente la acción de amparo porque no resulta posible decidir la situación por segunda vez, de acuerdo con el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, antes trascrito.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Declarar improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Andrés Felipe Morales contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Alcalde del Municipio de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
SEGUNDO.- Envíese al actor copia de este fallo a su correo electrónico y a su costa, se le expedirá copia de toda la actuación.

TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

(Ausente con causa justificada)
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Folio 36


� Folios 37 y 38
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� Sentencia T-458 de 2006, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.





� T-655 de 1998, M. P. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.
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